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Señor
Juez (Laboral del Circuito, promiscuo o quien confirió la acción de tutela en primera instancia).
E.S.D.

REF.: Tramite de Cumplimiento e Incidente de Desacato en contra de la (EMPRESA DEMANDADA), al fallo de Tutela No 00-000000000000-0000-00000-00 proferido por ese Despacho. 


(Nombre del poderdante SI LO TIENE, DE LO CONTRARIO, EL SUYO), mayor de edad y domiciliado en (ciudad), identificado con cédula de ciudadanía (número), expedida en (ciudad de expedición), en nombre propio y de mi menor hijo por medio del presente escrito interpongo simultáneamente ante usted el Trámite de Cumplimiento e Incidente de desacato contra la entidad (señalar al accionado), domiciliada en (incluir dirección del accionado), representada legalmente por (nombre del representante legal de la entidad accionada), a causa de los siguientes:

HECHOS
1. Se Instauró ACCION DE TUTELA en contra de (EMPRESA DEMANDADA), en cabeza de su representante legal.
1. La misma se tramitó en su despacho en primera instancia.
1. Su despacho mediante auto fechado OCTUBRE, (XX) de 2001 TUTELO el Derecho Constitucional fundamental a la vida en conexidad con la salud e integridad personal y Seguridad Social a favor XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX vulnerados por (EMPRESA DEMANDADA).
1. El fallo ordenó que, en el término improrrogable de 48 horas, contado a partir de la notificación del proveído, se procediera a suministrar los medicamentos necesarios PARA EL ADECUADO TRATAMIENTO INTEGRAL DE SU PATOLOGIA INSUFIENCIA RENAL CRONICA EN FASE TERMINAL Y POSTERIOR TRASPLANTE DE RIÑON. 
1. (EMPRESA DEMANDADA), a la fecha NO HA DADO CUMPLIMIENTO EFICIENTE Y REGULAR AL FALLO REFERIDO desacatando de manera flagrante la orden emitida por su despacho y causando un “gravísimo” perjuicio a su salud, pues el tratamiento que recibe para su enfermedad NO SE PUEDE SUSPENDER  y la EPSS de manera arbitraria luego de someter a estudio la solicitud de: MEDICAMENTO MICOFELONATO MOFETIL CELL CEPT NIEGA LA ENTREGA ARGUMENTANDO QUE NO LO TIENEN EN LA FARMACIA LUGAR DE DISPENSACION DEL MEDICAMENTO, desobedeciendo la orden impartida en el fallo de tutela.
1. Señor Juez esto trae  como consecuencia un grave deterioro acelerado del estado de salud de mi hijo, ocasionado por decisiones irresponsables y peligrosas de la  EPS-S que demora de manera injustificada un medicamento fundamental a un paciente que puede tener graves daños estructurales futuros sino se le presta un adecuado tratamiento y hoy día sin ningún criterio de carácter técnico ni mucho menos científico sino meramente por razones de costo-beneficio someten al niño a daños en sus órganos vitales por la falta de continuidad en el tratamiento.
1. (EMPRESA DEMANDADA), ha hecho caso omiso a lo determinado por su despacho, a pesar de las continuas solicitudes por parte del signatario tanto de manera verbal como escrita para que nos entreguen los medicamentos como lo son el micofelonato mofetil cellcelpt, ciclosporina, alendronato,) en la Farmacia de la entidad.
1. Señor Juez, el tratamiento de la niña es muy delicado pues: La patología es de las denominadas “ENFERMEDADES CATASTROFICAS” que en su caso empeora día a día su calidad de vida debido a la falta de un adecuado tratamiento.

CONSIDERACIONES	
Se hace necesario señalar Señor Juez, que el Trámite de Cumplimiento de Fallo de Tutela y el Incidente por Desacato pueden interponerse de manera simultánea a tenor de lo manifestado por la Corte Constitucional en Sentencia T-271 de 2015. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. Caso. Acerías Paz del Río S.A. contra los juzgados Primero Civil del Circuito y Primero Civil Municipal de Sogamoso. Vinculación oficiosa de Álvaro Antonio Benavides Macías y otros. Expediente T-4464608, al señalar de manera categórica: 
“El demandante en tutela cuenta con dos mecanismos, que puede utilizar simultánea o sucesivamente ante el incumplimiento de la orden emitida en el respectivo fallo. Así, el mencionado decreto faculta al accionante para pedir el cumplimiento de la orden de tutela a través del denominado “trámite de cumplimiento” y/o para solicitar por medio del “incidente de desacato” que sea sancionada la persona que incumple dicha orden. En este orden de ideas, “el juez puede adelantar el incidente de desacato y sancionar a los responsables y simultáneamente puede adelantar las diligencias tendentes a obtener el cumplimiento de la orden”. (Negritas nuestras).

En tal contexto, es claro que el trámite de cumplimiento no constituye un prerrequisito para promover el respectivo incidente de desacato, ni el trámite del desacato es la vía para el cumplimiento. Son dos cosas distintas el cumplimiento y el desacato. Puede ocurrir que a través del trámite de desacato se logre el cumplimiento, pero esto no significa que la tutela no cumplida sólo tiene como posibilidad el incidente de desacato.

Ahora bien, teniendo en cuenta que el fin primordial de la acción de tutela es la protección efectiva e inmediata de los derechos fundamentales de las personas, para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, la Corte Constitucional ha insistido en que el cumplimiento de las sentencias que se profieran en razón a ésta, involucran tanto la eficacia como la vigencia material y real de nuestra Carta Política. Bajo tal derrotero, los artículos 23, 27, 52 y 53 del Decreto 2591 de 1991 fijaron los diferentes eventos y facultades para que los jueces de instancia hagan cumplir sus decisiones, determinando los objetivos y el contenido que deben tener los fallos, las garantías de su acatamiento y las sanciones derivadas de su eventual inobservancia. 

Específicamente el artículo 27 eiusdem, dispone el conjunto de pasos a partir de los cuales un juez puede verificar el incumplimiento y asegurar que la orden de tutela sea obedecida. Todos ellos están determinados o condicionados por los términos o circunstancias establecidas en la parte resolutiva de la sentencia, a partir de las cuales se restablecerá el goce efectivo de los derechos fundamentales. La primera pauta de la que disponen los jueces para garantizar el cumplimiento del amparo es el requerimiento al superior del responsable. Por su parte, la última herramienta con la que cuenta la autoridad judicial para garantizar la ejecución de la orden de protección de los derechos, es el inicio de un incidente de desacato.

Resulta claro entonces que el accionado tiene el deber constitucional de cumplir el fallo de tutela, pues de incumplirse se quebranta el objetivo dispuesto en el artículo 86 de la Carta Política: la protección inmediata de los derechos constitucionales de las personas, lo cual obstaculizaría no solo los derechos al debido proceso y acceso a la administración de justicia, sino que además contraviene notablemente el valor de la cosa juzgada constitucional y con ello la seguridad jurídica que le es inmanente, ya que la omisión de su cumplimiento afecta la garantía de confianza que tienen los ciudadanos sobre cuál ha de ser la actuación de las autoridades o de los particulares frente a situaciones derivadas de la aplicación del derecho vigente. 

Es necesario recalcar que la obligación de la parte accionada de cumplir lo dispuesto en el amparo constitucional no proviene solamente de la Carta Política y los derechos derivados de esta, también encuentra su fundamento en el artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Los anteriores fueron incorporados al orden interno mediante la Ley 74 de 1968 y la Ley 16 de 1972, respectivamente, lo cual no solamente exige, como se expuso en el primer capítulo, la implementación de un recurso sencillo, efectivo y breve que ampare los derechos fundamentales, sino también obliga a las autoridades competentes a cumplir las decisiones en que se haya estimado procedente el recurso.

Así pues, se estableció en los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991 dos mecanismos de cumplimiento de la orden del fallo de tutela. Por una parte, una obligación constitucional al juez para que adopte todas las medidas necesarias con el fin de que haya cumplimiento del fallo y, por otro lado, la posibilidad del agraviado para solicitar que se sancione por desacato al sujeto que incumpla la orden del fallo de tutela.

En tal sentido, para la constatación del incumplimiento de una sentencia de tutela basta con que sea demostrado que la orden impartida no se ha materializado. No interesa averiguar el grado de culpa o negligencia de la autoridad encargada de darle cumplimiento, pues de lo que se trata es de tomar medidas para que la orden sea finalmente cumplida.

De otra parte, el desacato busca establecer la responsabilidad subjetiva del funcionario o funcionarios por cuya culpa se ha omitido el cumplimiento de la sentencia. Ahí sí juegan papel importante todos los elementos propios de un régimen sancionatorio, verbi gratia, los grados y modalidad de culpa o negligencia con que haya actuado el funcionario, las posibles circunstancias de justificación, agravación o atenuación de la conducta, entre otros.

En tal sentido señor Juez, el legislador, previendo que el fallo judicial no se cumpliera, reguló en los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991 la posibilidad de sancionar por medio de trámite incidental de desacato a la autoridad o el particular accionado renuente al cumplimiento del fallo de tutela, que sobre este tema la Corte Constitucional en Sentencia T-053 de 2005. M.P. Jaime Córdoba Triviño. Acción de tutela instaurada por Héctor José Cadena Clavijo contra el Juzgado Octavo Civil del Circuito de Medellín y la Sala Décima de Decisión Civil del Tribunal Superior de Medellín. Expediente T-968099, puntualizó: 
“La Constitución Política, dispone en su artículo 228 que las decisiones judiciales serán independientes y que la administración de justicia es una función pública, de la misma manera, el artículo 86, que establece la acción de tutela como un mecanismo judicial excepcional de protección de los derechos fundamentales, señala igualmente que las decisiones que se tomen en el trámite de la misma serán de inmediato cumplimiento. Con ello se pretende señalar que las decisiones judiciales gozarán de la suficiente fuerza jurídica para que éstas sean respetadas y cumplidas por todos los administrados e incluso por las mismas autoridades cuando dichas decisiones les sean contrarias. En el caso de la acción de tutela el respeto y el cumplimiento fiel de la orden judicial que allí se imparta, deberá hacerse en los términos anteriormente señalados, e incluso será de inmediato cumplimiento. Para ello el legislador al expedir el Decreto 2591 de 1991, dispuso varios mecanismos para que las sentencias de tutela sean cumplidas y en su defecto para que ante el incumplimiento de las mismas, se pueda iniciar las acciones judiciales pertinentes e incluso imponer las sanciones a que hubiere lugar. En este sentido el artículo 27 del mencionado decreto, dota al juez constitucional de una herramienta muy precisa para que sus fallos sean cumplidos de forma inmediata o dentro de los términos que éste haya señalado para ello. Pero, previendo que el fallo judicial no se cumpla, aún luego de que el juez haya agotado los trámites señalados en el artículo 27, el artículo 52 del mismo decreto, establece la posibilidad de que se inicie un incidente de desacato contra la autoridad o el particular accionado, por el no cumplimiento de un fallo de tutela”.

En este sentido estableció el legislador:
 “Artículo 27. CUMPLIMIENTO DEL FALLO. Proferido el fallo que conceda la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirla sin demora. 
 …omissis…El juez podrá sancionar por desacato al responsable y al superior hasta que cumplan su sentencia…omissis…”.
“Artículo 52. DESACATO. La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en el presente Decreto, incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis (6) meses y multa hasta de veinte (20) salarios mínimos mensuales, salvo que en este Decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar. La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción”.

Señor juez, es menester recordar que para la efectividad de los derechos fundamentales y con miras a la real vigencia de la Constitución, resulta esencial que las sentencias de tutela sean ejecutadas de manera fiel e inmediata, lo que exige el mayor rigor por parte de los organismos estatales competentes en la aplicación de las sanciones que merezca quien desatienda las órdenes judiciales impartidas por medio de ellas. De la estricta observancia de la normatividad correspondiente depende la realización de los fines primordiales del orden jurídico y del Estado Social de Derecho. Ello es todavía más claro, dada la jerarquía del órgano y la función de control superior y unificación de jurisprudencia que le compete, cuando el amparo ha sido concedido por la Corte Constitucional, cuyos fallos son obligatorios e ineludibles y no pueden ser desconocidos, demorados ni tergiversados por los llamados a acatarlos.

Se debe sancionar de una vez por todas a los responsables por la falta de suministro adecuado de los procedimientos arriba descritos, lo que ha causado un grave perjuicio en la salud de mi hijo a pesar de tener un fallo de TUTELA que lo ampara en la vulneración de sus DERECHOS FUNDAMENTALES.

La Corte Constitucional en más de una oportunidad no ha vacilado en afirmar que el incumplimiento de los fallos de tutela tiene que ser sancionado drásticamente y de manera pronta, pues de lo contrario resulta inútil la institución consagrada en el artículo 86 de la Carta.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
Se sustenta el trámite de cumplimiento de fallo de tutela en el artículo 27 y el incidente de desacato para establecer sanción de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 52 y 53 del Decreto 2591 de 1991 y demás normas concordantes.
Decreto 306 de 1992 en su artículo 9. 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 2.
Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 25.
Ley 74 de 1968 y la Ley 16 de 1972.
PRUEBAS
Sírvase escuchar en declaración al representante legal de (EMPRESA DEMANDADA), a fin de que se sirva manifestar si ha cumplido o no el fallo emitido por su despacho dentro del proceso de la referencia.

Copia simple del Auto de fechado OCTUBRE (XXX) de 2001 emitido por el despacho a su digno cargo.

Copia simple de fórmulas para medicamentos.
PRETENSIONES
Con fundamento en los hechos ampliamente narrados y en las consideraciones de derecho expuestas, respetuosamente solicito al Señor Juez ordenar dentro de las siguientes 48 horas a la (EMPRESA DEMANDADA), lo siguiente:

1. Ordenar dentro de las 48 horas siguientes a la EPS XXXXXX el acatamiento y cumplimiento de lo proferido en el fallo de tutela de fecha XXXXXXXXXX.

1. Ordenar el arresto hasta por seis (6) meses del Representante legal de (EMPRESA DEMANDADA), por el incumplimiento del fallo emitido por su despacho.

1. Multar hasta con veinte (20) salarios mínimos al representante legal o al funcionario responsable (EMPRESA DEMANDADA), por el incumplimiento del fallo.

1. Compulsar copias a la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION para que se investigue las razones por las cuales el Gerente de (EMPRESA DEMANDADA). está incumpliendo el fallo emitido por su despacho de manera injustificada en aras de evadir su responsabilidad para con la firmante.

1. Compulsar copias a la FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN con miras a que se investigue un presunto FRAUDE A RESOLUCIÓN JUDICIAL por parte del representante legal de la (EMPRESA DEMANDADA).

1. La presente solicitud la realizo porque estoy cansado de insistir por todas las vías posibles que se tomen las medidas necesarias para que (EMPRESA DEMANDADA) de cumplimiento a sus obligaciones contractuales y suministre LOS MEDICAMENTOS MICOFELONTAO MOFETIL CELLCEPT, CICLOSPORINA, ALENDRONATO) que son parte fundamental del tratamiento formulado para su tratamiento. Es por ello que solicito que me den una solución que garantice el cumplimiento a cabalidad del tratamiento y no la recurrencia a incidentes de desacato para el suministro del tratamiento, debe tenerse en cuenta que la enfermedad que padece es progresiva y acarrea consecuencias en su salud y dignidad humana.

NOTIFICACIONES
A la (EMPRESA DEMANDADA) en la siguiente dirección: XXXXXXXXXX.
Yo recibiré notificación en la XXXXXXXXXX, correo electrónico: sucorreo@hotmail.com  teléfono: XXXXX.
Con todo respeto le ruego al Señor Juez darle el trámite a dicha petición.

SU NOMBRE COMPLETO. 
C.C. XX.XXX.XXX de Bogotá (SU NÚMERO DE CÉDULA). 
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